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PROPOSICIONES NO DE LEY

En trámite
9L/PNL-0561 Del GP Podemos, sobre derecho a la vivienda.
	 (Registro de entrada núm. 2375, de 6/3/2018).
	 Presidencia
	 La Mesa del Parlamento, en reunión celebrada el día 15 de marzo de 2018, adoptó el acuerdo que se indica 
respecto del asunto de referencia:
	 3.- Proposiciones no de ley/pleno
	 3.1.- Del GP Podemos, sobre derecho a la vivienda.
	 Acuerdo:
	 En conformidad con lo establecido en el artículo 177 del Reglamento de la Cámara, se acuerda admitir a trámite 
la proposición no de ley de referencia, ordenar su publicación en el Boletín Oficial del Parlamento y su tramitación 
ante el Pleno.
	 De este acuerdo se dará traslado al Gobierno y al autor de la iniciativa.
	 En ejecución de dicho acuerdo y en conformidad con lo previsto en el artículo 107 del Reglamento del Parlamento 
de Canarias, dispongo su publicación en el Boletín Oficial del Parlamento.
	 En la sede del Parlamento, a 15 de marzo de 2018.- PD el secretario general, Salvador Iglesias Machado.

A la Mesa de la Cámara

	 El Grupo Parlamentario Podemos, de acuerdo con el artículo 176 y siguientes del Reglamento del Parlamento 
de Canarias, y a instancia de las diputadas María del Río y Noemí Santana presentan la siguiente proposición no de 
ley, sobre derecho a la vivienda, para su tramitación ante el pleno de la Cámara.

Exposición de motivos

	 Durante las últimas décadas, las políticas públicas en España en materia de vivienda han estado orientadas 
desde una perspectiva de bien de cambio en lugar de bien de uso. Los principales cambios legislativos han estado 
orientados a favorecer la liberalización del sector de la construcción y a promover al crédito hipotecario como el 
único o más rentable medio de acceso a la vivienda. 
	 Esto se refleja principalmente en la promoción de la propiedad privada como forma principal de tenencia, a 
través de políticas de facilitación del crédito y desgravaciones fiscales, y en el carácter altamente especulativo que 
han tenido las sucesivas legislaciones del suelo, estando vinculada la construcción de vivienda y a la cultura del 
“pelotazo urbanístico”.
	 El crecimiento económico de los últimos años en España se encuentra relacionado directamente con la “economía 
del ladrillo” que promueve un crecimiento acelerado de los proyectos privados en los que no se ha incentivado 
espacios para la vivienda pública y vivienda social. 
	 España cuenta con uno de los porcentajes de vivienda social más bajos de la Unión Europea, un 1,1% sólo 
superado por Grecia y lejos de otros como Países Bajos (32%), Austria (23%), Reino Unido (18%) o Francia (17%). 
Así mismo, nuestro país cuenta un porcentaje ínfimo de vivienda asequible (2.5%), frente a otros países europeos 
tales como Austria que poseen el 24% de parque público de protección y el Reino Unido o Francia, con alrededor 
del 17%, entre otros, según datos de Amnistía Internacional.
	 El problema del acceso a la vivienda se ha agravado adicionalmente con la crisis hipotecaria y la imposibilidad 
de miles de familias de poder pagar los créditos inmobiliarios, generando cientos de miles de desalojos forzosos, 
muchos de ellos sin una alternativa habitacional. Actualmente España acumula el 30% de las viviendas vacías de 
Europa. Según el censo oficial de población y vivienda más reciente, en 2011 había 3,44 millones de casas vacías. 
	 El número de viviendas vacías aumentó en un 10,8% en un decenio y, de las casas construidas durante el 
periodo de auge de la construcción, el 18,5% continuaban vacías. Más de 263.000 casas en la Comunidad de 
Madrid (el 9,1% de todas las viviendas de la región) y más de 448.000 en Cataluña (11,6%) seguían desocupadas. 
En Canarias se acumula un stock de 9.620 viviendas nuevas que están vacías y terminadas desde 2008, de las que 
4.978 pertenecen a la provincia de Las Palmas (el 51,7%) y 4.642 a la de Santa Cruz de Tenerife (48,3%), según 
el informe “Radiografía del stock 2016: suelo y vivienda nueva” realizado por la empresa tasadora Tinsa en el 
año 2016. 
	 Según el Instituto Nacional de Estadísticas, la media de habitantes de una vivienda familiar en España es de 
2,51 personas. Es decir, 213.350 personas se encuentran en situación de emergencia habitacional, obligadas por la 
situación económica a ocupar una vivienda. 
	 Se trata de casi el 17% del parque de viviendas nuevas vacías, que ronda las 500.000, y de algo más de un 8% 
del millón de pisos no ocupados en total que se supone existen en el país, de acuerdo con los datos del INE. La cifra 
resulta escandalosa si se compara con el 2% de vivienda social promovida por las Administraciones Públicas.
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	 Más de 87.000 familias, unas 270.000 personas, mantienen una posesión de viviendas en precario en España 
(según el estudio del año 2017 del Instituto Cerdà, “La ocupación ilegal: realidad social, urbana y económica...un 
problema que necesita solución”). La mayoría se trata de familias en situación de vulnerabilidad.
	 En este contexto, las administraciones públicas en nuestro país han desarrollado el acceso a la vivienda como una 
cuestión de mercado y no de derecho social, acompañada con unas políticas públicas insuficientes, lo cual contrasta 
claramente con la propia Constitución Española, que establece en su artículo 47 que:
	 “Todos los españoles tienen derecho a disfrutar de una vivienda digna y adecuada. Los poderes públicos 
promoverán las condiciones necesarias y establecerán las normas pertinentes para hacer efectivo este derecho, 
regulando la utilización del suelo de acuerdo con el interés general para impedir la especulación”.
	 En las últimas décadas, el crecimiento económico español ha estado estrechamente ligado a la construcción. La 
política urbanística se ha caracterizado por concebir la construcción de viviendas como fuentes de inversión antes 
que como bienes de uso vinculados a las necesidades residenciales de las personas. 
	 Entre 1997 y 2007, se edificaron 6,6 millones de viviendas, la misma cantidad que se construyó en Francia, Italia 
y Alemania juntas en el mismo período, y el Estado español, con 25,2 millones de viviendas (según censo del INE), 
dispone hoy de uno de los ratios más altos de vivienda por habitante de la Unión Europea (UE).
	 A pesar del incremento de las viviendas disponibles y de la caída de los salarios, el precio de las viviendas 
llegó a triplicarse a comienzos del siglo XXI. Para favorecer el crecimiento del mercado inmobiliario y financiero 
como motor económico, la política habitacional de los últimos 60 años ha promovido el acceso a la vivienda 
principalmente en régimen de propiedad privada. 
	 Así, a través de diversas fórmulas como la desgravación fiscal por la compra y el acceso generalizado al crédito, 
la propiedad privada se ha posicionado como el principal régimen de tenencia en detrimento de otras formas más 
accesibles. Paralelamente, la liberalización de la regulación del alquiler, que ofrecía una estabilidad y protección 
insuficiente a los inquilinos, así como un incremento exponencial de las rentas, ha derivado en un acceso al mercado 
de alquiler altamente restrictivo.
	 La normativa sobre arrendamientos urbanos, o lo que es lo mismo, sobre el alquiler de un bien de primera 
necesidad como es la vivienda, ha sufrido desde el año 2009 una serie de recortes sistemáticos de corte claramente 
regresivos en materia de protección de los arrendatarios, que no se detuvo hasta el año 2013. 
	 El que se podría venir a llamar como quinquenio negro para los inquilinos de todo el Estado, sostenido por los 
sucesivos Gobiernos del PSOE de José Luís Rodríguez Zapatero y luego del PP de Mariano Rajoy, se inauguró con 
la ley conocida como del “desahucio exprés” y alcanzó hasta cinco modificaciones, tres del primer ejecutivo y dos 
del segundo, de las dos normas que fundamentan las relaciones de alquileres: la Ley de arrendamientos urbanos y 
la de Enjuiciamiento Civil.
	 El estancamiento de los salarios, el vertiginoso aumento del precio de la vivienda, la ausencia de viviendas de 
alquiler, unos tipos de interés en máximos históricos, así como una deficiente supervisión por parte del Banco de 
España, empujaron a decenas de miles de familias a endeudarse. Este endeudamiento de las familias respecto a las 
rentas disponibles ocupa los primeros puestos del ranking internacional. 
	 Así, el sobreendeudamiento de las clases medias y de los sectores más vulnerables se convirtió en una de las 
formas principales para acceder una vivienda. Todo ello acompañado de prácticas que hasta el día de hoy han sido 
calificadas, cuanto menos, de abusivas, incluso por los tribunales.
	 A mayor abundamiento, la falta clamorosa de políticas públicas orientadas a facilitar el acceso a la vivienda a la 
ciudadanía española ha favorecido la tendencia al sobreendeudamiento y al sobreesfuerzo económico para disponer 
de un hogar. España tiene un parque de viviendas públicas de alquiler prácticamente inexistentes: el porcentaje de 
viviendas de alquiler social no alcanza al 2% del total, cuando la media de la UE está entre el 15% y el 18%. 
	 Las ayudas al pago del alquiler son escasas y vinculadas a la disponibilidad presupuestaria, y las políticas públicas 
estatales de vivienda han renunciado a la introducción de medidas orientadas a luchar contra la desocupación e 
infrautilización injustificada de inmuebles, que es de un 14% del total de viviendas. Como consecuencia de todo 
ello, el Estado español presenta el porcentaje más elevado de viviendas vacías de Europa y de los más reducidos de 
vivienda social.
	 El ordenamiento español prevé un procedimiento de ejecución hipotecaria que comporta no sólo la pérdida de la 
vivienda habitual, sino también la posibilidad de que se embarguen los salarios y otros bienes presentes y futuros, 
del deudor hipotecario como de sus avalistas, subsistiendo parte de la deuda contraída. 
	 La regulación actual implica que la entidad bancaria pueda adjudicarse la vivienda por tan sólo el 60% del 
valor de tasación y seguir exigiendo a la familia el monto restante, más los intereses generados y los gastos del 
procedimiento judicial. Dicha situación es insostenible y profundamente injusta. 
	 Según los datos del Consejo General del Poder Judicial (CGPJ), desde el 2007, año en que estalló la crisis, hasta 
el 2016, el número de ejecuciones hipotecarias se ha situado en 721.000 y el número de desahucios se sitúa en más 
de 515.000. En Canarias, solo en el periodo 2008-2012, más de 10.000 familias canarias han sufrido el lanzamiento 
judicial de sus viviendas. Según los datos del informe “Efectos de la crisis económica en los órganos judiciales” 
realizado por la Sección de Estadística del CGPJ, el total de lanzamientos practicados por los órganos judiciales en 
Canarias durante el año 2017 fue de 3.524. 
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	 A la problemática de las ejecuciones y desahucios hipotecarios se añade la del alquiler, castigado por las 
consecutivas reformas de la Ley de Alquiler Urbano, que han consagrado la inestabilidad en el proyecto vital de 
las personas cada 3 años y la posibilidad de establecer subidas indiscriminadas de precio durante cada renovación 
contractual. 
	 La desprotección de las personas inquilinas se manifiesta también por unas ayudas al pago del alquiler concebidas 
como subvenciones discrecionales de difícil acceso y condicionadas por la disponibilidad presupuestaria. Por ende, 
justo durante los años más duros de crisis disminuyeron las partidas y se impidió el acceso a las ayudas por parte de 
nuevos demandantes. Las dificultades para afrontar el pago del alquiler han generado que, según datos del CGPJ, 
un 54% de los 67.359 desahucios que se produjeron en 2016 en España estuvieran relacionados con el impago del 
alquiler. En nuestro archipiélago se produjeron en 2017, que no ha sido el año más duro, más 2000 lanzamientos 
derivados de la ley de arrendamientos urbanos (alquileres), lo que supone más de 5 familias desahuciadas de pisos 
de alquiler al día en nuestra tierra.
	 La gente afectada por los desahucios sin alternativa residencial conforma una población desplazada interna (que 
es como se denominaría a este colectivo en lenguaje de Naciones Unidas). Si esta situación se sigue generalizando, 
y se encadenan los desahucios de alquiler (dando lugar al fenómeno del pluridesahucio), el colectivo de población 
desplazada interna puede convertirse en una tónica cada vez más extendida y con mayor padecimiento de 
vulnerabilidad y exclusión social.
	 En definitiva, el problema del parque de alquiler privado no es su reducida dimensión sino su configuración 
como régimen inestable y sometido a procesos especulativos que, de nuevo, ponen de manifiesto la mercantilización 
del derecho a la vivienda digna y adecuada. Además, a diferencia de los países del entorno europeo con un amplio 
parque de alquiler privado, no existen medidas orientadas a controlar el precio del alquiler y a impedir rentas 
abusivas.
	 A pesar de las recomendaciones vinculantes de organismos internacionales, el Gobierno de España sigue 
incumpliendo sistemáticamente el derecho a la vivienda digna en nuestro país. 
	 Los últimos Relatores Especiales sobre la vivienda adecuada de las Naciones Unidas denunciaron la situación 
del acceso a la vivienda en España. Los informes A/HRC/7/16 del 7 de febrero de 2008 de Miloon Kothari y 
el informe A/67/286 del 10 de agosto de 2012 de Raquel Rolnik establecieron recomendaciones a numerosos 
países, entre ellos España, para modificar el paradigma de las políticas públicas en materia de vivienda, basadas 
exclusivamente en su financiación, y adoptar un enfoque centrado en los derechos humanos. 
	 Del mismo modo recalcaron la necesidad urgente de realizar políticas e intervenciones más amplias por parte de 
las administraciones públicas competentes, como inversiones públicas en infraestructura y servicios básicos.
	 El derecho a una vivienda adecuada es un derecho humano que viene recogido en el Pacto Internacional de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales (Pidesc), que establece que:
	 “Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda persona a un nivel de vida adecuado 
para sí y su familia, incluso alimentación, vestido y vivienda adecuados, y a una mejora continua de las 
condiciones de existencia. Los Estados Partes tomarán medidas apropiadas para asegurar la efectividad de este 
derecho, reconociendo a este efecto la importancia esencial de la cooperación internacional fundada en el libre 
consentimiento”.
	 La ratificación del Pidesc por parte de España en 1977 establece el carácter vinculante de sus disposiciones, que 
hacen parte de los principios democráticos de nuestro ordenamiento jurídico, tal y como establece el artículo 96 de 
la Constitución española:
	 Los tratados internacionales válidamente celebrados, una vez publicados oficialmente en España, formarán 
parte del ordenamiento interno. Sus disposiciones sólo podrán ser derogadas, modificadas o suspendidas en la 
forma prevista en los propios tratados o de acuerdo con las normas generales del Derecho internacional.
	 El Pidesc es claro en cuanto a las obligaciones de los Estados en relación con los derechos en él recogidos, tal y 
como lo establece el artículo 2:
	 Cada uno de los Estados Partes en el presente Pacto se compromete a adoptar medidas, tanto por separado 
como mediante la asistencia y la cooperación internacionales, especialmente económicas y técnicas, hasta el 
máximo de los recursos de que disponga, para lograr progresivamente, por todos los medios apropiados, inclusive 
en particular la adopción de medidas legislativas, la plena efectividad de los derechos aquí reconocidos.
	 El Comité de Derechos Económicos Sociales y Culturales de las Naciones Unidas, que realiza un seguimiento del 
cumplimiento de los derechos recogidos en el Pidesc por parte de los Estados firmantes, contiene en su Observación 
número 7 los aspectos concretos que se deben tener en cuenta para el efectivo cumplimiento del derecho a una 
vivienda adecuada, a saber:
	 - Garantizar la seguridad en la tenencia y protección legal contra el desalojo forzoso.
	 - La práctica de los desalojos forzosos no solo afecta a los derechos a la vivienda, sino a muchos otros; a la vida, 
la seguridad, etc.; ya que los derechos humanos están interrelacionados y son interdependientes.
	 - Aunque algunos desalojos puedan estar justificados, por ejemplo por impagos reiterados en el alquiler, dicho 
desalojo debe cumplir con la valoración de su proporcionalidad y las autoridades deben garantizar que los afectados 
tengan todos los recursos jurídicos necesarios.
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	 - Los desalojos forzosos no pueden suponer una violación de los DDHH, en particular no deben implicar que las 
personas se queden sin vivienda, por lo que los estados firmantes deben tomar medidas hasta el máximo de recursos 
posibles, para garantizar una vivienda.
	 España firmó en 2009 el Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales, que entró en vigor el pasado 5 de mayo de 2013. Este Protocolo permite a los ciudadanos de los Estados 
miembros presentar denuncias ante el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, para la salvaguarda 
de los derechos reconocidos en el Pacto. 
	 El Comité de Derechos Económicos Sociales y Culturales en su 61° período de sesiones (29 de mayo a 23 de 
junio de 2017), emitió un dictamen en contra del Estado español, frente a la denuncia presentada por el ciudadano 
Mohamed Ben Djazia y Naouel Bellili, tras un desahucio de su vivienda de alquiler en 2013 en Madrid. El dictamen 
concluye:
	 Conforme a toda la información proporcionada y en las particulares circunstancias de este caso, el Comité 
considera que, en ausencia de argumentos razonables del Estado parte con relación a todas las medidas tomadas 
hasta el máximo de sus recursos disponibles, el desalojo de los autores, sin que les fuera garantizada una vivienda 
alternativa por las autoridades del Estado parte en su conjunto, incluidas las autoridades regionales de Madrid, 
constituyó una violación de su derecho a la vivienda adecuada. 
	 De conformidad con los principios de Derecho Internacional de Verdad, Justicia, Reparación y No Repetición, el 
Comité DESC recordó que España tiene la obligación de prevenir vulneraciones de derechos similares en el futuro. 
Asimismo, nuestro país tiene la obligación de dar cumplimiento a las siguientes recomendaciones emitidas por el 
Comité DESC: 
	 - Adoptar medidas legislativas y/o administrativas pertinentes para garantizar que en los procesos judiciales de 
desalojos de inquilinos, los demandados puedan oponerse o presentar un recurso con el fin de que el juez considere 
las consecuencias del desalojo y la compatibilidad de esta medida con el Pacto.
	 - Adoptar las medidas necesarias para superar los problemas de falta de coordinación entre las decisiones 
judiciales y las acciones de los servicios sociales que pueden conducir a que una persona desalojada pueda quedar 
sin vivienda adecuada.
	 - Adoptar medidas necesarias para asegurarse de que los desalojos que afecten a personas sin recursos para 
procurarse una vivienda alternativa, sólo se ejecuten después de que haya habido una consulta genuina y efectiva 
con estas personas y de que el Estado parte haya realizado todos los pasos indispensables, hasta el máximo de sus 
recursos disponibles, para que las personas desalojadas tengan una vivienda alternativa, en especial en aquellos 
casos que involucran a familias, personas mayores, niños/as y/o otras personas en situación de vulnerabilidad.
	 - Formular e implementar, en coordinación con las comunidades autónomas y hasta el máximo de los recursos 
disponibles, un plan comprensivo e integral para garantizar el derecho a la vivienda adecuada de personas con bajos 
ingresos, de conformidad con la Observación general Núm. 4. Este plan deberá incluir los recursos, las medidas, 
los plazos y los criterios de evaluación, que permitirán en forma razonable y verificable garantizar el derecho a la 
vivienda de esas personas.
	 El pasado 20 de diciembre de 2017 venció el plazo para que el Gobierno de España presentara alegaciones al 
dictamen.
	 La vivienda es mucho más que un techo donde refugiarse: constituye un factor esencial de la condición 
humana; como sucede a veces con otros bienes y valores cotidianos, no se advierte su importancia fundamental y 
su trascendencia hasta el momento en que se pierde. Una casa es el lugar donde una familia alberga sus bienes y 
recuerdos, se cuelga la foto de un ser querido, se marca con lápiz en la puerta de la cocina la progresión de la estatura 
de una hija pequeña... Sin vivienda, no hay modo de asearse, de poseer intimidad, de compartir hospitalidad con 
otras personas. Careciendo de ella, una persona no se puede desarrollar en ningún otro plano de su vida. Tal como 
aprehenden las personas afectadas, y da cuenta la disciplina científica de la Psicología, quienes se ven privadas de 
su hogar padecen una situación de duelo difícilmente reparable.
	 Por todo lo anteriormente expuesto, el Grupo Parlamentario Podemos presenta la siguiente:

Proposición no de ley 

	 El Parlamento de Canarias acuerda:
	 1. Instar al Gobierno de Canarias a establecer protocolos de coordinación entre el Consejo General del Poder 
Judicial y los ayuntamientos de toda la Comunidad Autónoma de Canarias, con el fin de definir acciones de 
operación conjunta entre jueces y unidades de servicios sociales competentes para que, en casos de desalojos, 
las administraciones públicas competentes otorguen a las familias y personas en situación de vulnerabilidad una 
alternativa habitacional adecuada, o que se les ofrezca un alquiler social. 
	 Estos protocolos deberán incluir medidas que garanticen que los desalojos que afecten a personas sin recursos 
para procurarse una vivienda alternativa, solo se ejecuten después de que haya habido una consulta genuina y 
efectiva con estas personas y de que las administraciones públicas hayan dado todos los pasos indispensables, 
hasta el máximo de sus recursos disponibles, para que las personas desalojadas tengan una vivienda alternativa, 
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en especial en aquellos casos que involucran a familias, personas mayores, niños/as y/o otras personas en situación 
de vulnerabilidad.
	 2. Instar al Gobierno de Canarias a garantizar el derecho a la vivienda adecuada de personas con bajos 
ingresos, de conformidad con la Observación general Núm. 4 del Comité de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales de las Naciones Unidas, en el marco del nuevo plan canario de vivienda, estableciendo los recursos, 
las medidas, los plazos y los criterios de evaluación, que permitirán de forma razonable y verificable garantizar el 
derecho a la vivienda de esas personas, hasta el máximo de los recursos disponibles.
	 El plan impulsará programas permanentes de ayuda al alquiler, con el objetivo de evitar el lanzamiento, para 
las personas que se encuentren en situación de exclusión residencial. 
	 3. Instar al Gobierno de Canarias a aprobar ayudas directas destinadas al pago de la renta del alquiler que 
faciliten el acceso a la vivienda o la permanencia en la misma a familias con ingresos no superiores a 3 veces el 
Iprem que cubran, como mínimo, el 40% del alquiler.
	 4. Instar al Gobierno de Canarias a llevar a cabo las medidas oportunas para posibilitar que los municipios que 
acrediten fuertes incrementos de precios de alquiler puedan regular estos alquileres abusivos.
	 5. Instar al Gobierno de Canarias a dar cumplimiento de forma urgente a lo dispuesto en la moción 9L/M-0018 
aprobada por esta Cámara sobre las medidas, planes y objetivos en materia de vivienda para 2018. 
	 6. Instar al Gobierno de Canarias para que, a su vez, inste al Gobierno del Estado a:

	 a. Cumplir con sus obligaciones internacionales para garantizar el derecho a una vivienda adecuada, 
llevando a cabo el desarrollo legislativo y aumentando las partidas presupuestarias necesarias para hacer 
efectivas las recomendaciones vinculantes de la Comunicación n.º 5/2015, que incluye el dictamen aprobado 
por el Comité DESC en su 61.° período de sesiones (29 de mayo a 23 de junio de 2017). 
	 b. Adoptar medidas legislativas y/o administrativas pertinentes para garantizar que en los procesos judiciales 
de desalojos de inquilinos, los demandados puedan oponerse o presentar un recurso con el fin de que el juez 
pueda evaluar las situaciones de vulnerabilidad y acceso a la vivienda de las familias demandadas. 
	 c. Modificar la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil y la Ley 29/1994, de 24 de noviembre, de 
Arrendamientos Urbanos, a fin de garantizar los derechos a la tutela judicial efectiva y prohibición de desalojo 
sin alternativa habitacional.
	 d. Cumplir con las disposiciones contenidas en la Observación General n.º 7 del Comité de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales de las Naciones Unidas y la Convención sobre los Derechos del Niño, con 
el fin de prohibir y paralizar inmediatamente todos los desahucios a personas y familias en su primera y única 
vivienda y sin alternativa habitacional.
	 e. Adoptar los mecanismos administrativos para luchar en contra del acaparamiento de viviendas en manos 
de grandes sociedades o entidades tenedoras de vivienda. Asimismo, se insta a adoptar medidas legislativas 
para obligar a los grandes tenedores de vivienda a ceder sus viviendas vacías a las administraciones públicas 
competentes, para hacer frente a la situación de emergencia social de las personas o familias en riesgo de 
exclusión. 
	 f. Establecer mecanismos de control que obliguen a los grandes tenedores de vivienda de España a garantizar 
el alquiler social en favor de familias en situación de vulnerabilidad que no comprometan los ingresos ponderados 
de la unidad familiar.
	 g. Dentro del Instituto de Crédito Oficial (ICO) establecer una línea de crédito destinada a financiar la 
construcción o rehabilitación de viviendas con destino al alquiler.

	 En Canarias, a 6 de marzo de 2018.- La portavoz del Grupo Parlamentario Podemos, Noemí Santana Perera.

9L/PNL-0562 Del GP Socialista Canario, sobre la construcción de un CEIP en Charco del Pino, Granadilla.
	 (Registro de entrada núm. 2453, de 7/3/2018).
	 Presidencia
	 La Mesa del Parlamento, en reunión celebrada el día 15 de marzo de 2018, adoptó el acuerdo que se indica 
respecto del asunto de referencia:
	 3.- Proposiciones no de ley/pleno
	 3.2.- Del GP Socialista Canario, sobre la construcción de un CEIP en Charco del Pino, Granadilla.
	 Acuerdo:
	 En conformidad con lo establecido en el artículo 177 del Reglamento de la Cámara, se acuerda admitir a trámite 
la proposición no de ley de referencia, ordenar su publicación en el Boletín Oficial del Parlamento y su tramitación 
ante el Pleno.
	 De este acuerdo se dará traslado al Gobierno y al autor de la iniciativa.
	 En ejecución de dicho acuerdo y en conformidad con lo previsto en el artículo 107 del Reglamento del Parlamento 
de Canarias, dispongo su publicación en el Boletín Oficial del Parlamento.
	 En la sede del Parlamento, a 15 de marzo de 2018.- PD el secretario general, Salvador Iglesias Machado.
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A la Mesa de la Cámara

	 El Grupo Parlamentario Socialista Canario, de conformidad con lo establecido en el artículo 176 y ss. del 
Reglamento del Parlamento, a instancias de la diputada María Teresa Cruz Oval, presenta la siguiente proposición 
no de ley, para su tramitación ante el Pleno de la Cámara.

Antecedentes

	 Todos los alumnos y alumnas de Canarias tienen derecho a recibir una educación de calidad en unas instalaciones 
adecuadas y con capacidad para que el proceso de enseñanza-aprendizaje se desarrolle en óptimas condiciones, 
independientemente de la isla o municipio donde estén escolarizados.
	 El colegio de Infantil y Primaria de Charco del Pino tiene más de cuatro décadas, viendo incrementado 
considerablemente su alumnado. Para poder responder al incremento de escolares, muchas de las dotaciones 
iniciales se han transformado para dar respuesta al nuevo escenario escolar.
	 El Ayuntamiento de Granadilla de Abona puso a disposición del Gobierno Regional la parcela dotacional para 
uso educativo y, en el mandato anterior por parte de La Dirección General de Centros e Infraestructuras Educativas 
del Gobierno de Canarias, se redactó el proyecto del referido centro de infantil y primaria para Charco del Pino en 
Granadilla.
	 Aunque “todos dábamos por hecho que la construcción del colegio iba para adelante”, un año más la 
Comunidad Educativa del centro observa como continúa sin ser una prioridad para la Administración Pública 
competente.
	 Charco del Pino necesita de manera urgente la construcción de un colegio no sólo por el incremento poblacional 
del barrio, que es una realidad, sino por otros indicadores, no menos relevantes, como la antigüedad de la 
infraestructura, la necesidad de contar con todas las dependencias en un mismo enclave, falta de espacio para 
garantizar la enseñanza y el aprendizaje en condiciones dignas, entre otras.
	 Por todo ello, es por lo que el Grupo Parlamentario Socialista Canario eleva a la Mesa de la Cámara la 
siguiente:

Proposición no de ley

	 El Parlamento de Canarias insta al Gobierno de Canarias a la construcción de un CEIP en Charco del Pino, 
Granadilla, acorde a las necesidades educativas actuales y futuras de la zona.
	 Canarias, a 7 de febrero de 2018.- La portavoz del Grupo Parlamentario Socialista Canario, María Dolores 
Corujo Berriel.

9L/PNL-0563 Del GP Podemos, sobre empatía hacia los animales entre los contenidos educativos en la enseñanza 
obligatoria.
	 (Registro de entrada núm. 2669, de 12/3/2018).
	 Presidencia
	 La Mesa del Parlamento, en reunión celebrada el día 15 de marzo de 2018, adoptó el acuerdo que se indica 
respecto del asunto de referencia:
	 3.- Proposiciones no de ley/pleno
	 3.3.- Del GP Podemos, sobre empatía hacia los animales entre los contenidos educativos en la enseñanza 
obligatoria.
	 Acuerdo:
	 En conformidad con lo establecido en el artículo 177 del Reglamento de la Cámara, se acuerda admitir a trámite 
la proposición no de ley de referencia, ordenar su publicación en el Boletín Oficial del Parlamento y su tramitación 
ante el Pleno.
	 De este acuerdo se dará traslado al Gobierno y al autor de la iniciativa.
	 En ejecución de dicho acuerdo y en conformidad con lo previsto en el artículo 107 del Reglamento del Parlamento 
de Canarias, dispongo su publicación en el Boletín Oficial del Parlamento.
	 En la sede del Parlamento, a 15 de marzo de 2018.- PD el secretario general, Salvador Iglesias Machado.

A la Mesa de la Cámara

	 El Grupo Parlamentario Podemos, de acuerdo con el artículo 176 y siguientes del Reglamento del Parlamento de 
Canarias, y a instancia de la diputada Natividad Arnaiz Martínez presenta la siguiente proposición no de ley, sobre 
empatía hacia los animales entre los contenidos educativos en la enseñanza obligatoria, para su tramitación ante el 
Pleno.
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Exposición de motivos

	 Múltiples estudios científicos han demostrado la estrecha relación que existe entre la violencia que se ejerce contra 
los animales y la violencia interpersonal. Pero también existen experiencias que han demostrado el mismo vínculo 
en un sentido contrario: una educación en la empatía hacia los animales puede promover una cultura de paz entre 
los humanos. El 19 de septiembre de 2014, tuvo lugar en el Congreso de los Diputados la “II Jornada Parlamentaria 
sobre estrategias educativas para una cultura de paz sin discriminación”, donde se dieron cita especialistas de 
la pedagogía, psicología, criminología, sociología y educación, convocados por la Asociación Parlamentaria en 
Defensa de los Animales (Apoda), para tratar este asunto de forma profunda y argumentada. Fruto de este acto 
celebrado en el Congreso, se creó un grupo de trabajo de especialistas que ha estado trabajando en esta materia y 
que ha concluido lo siguiente:
	 “La educación formal es el medio más importante para dotar de habilidades inter e intrapersonales y valores 
éticos a los más jóvenes que formarán la sociedad del futuro. Una herramienta esencial para desarrollar estas 
habilidades y valores es la utilización pedagógica de la biofilia, que se define como el vínculo emocional innato 
en los humanos hacia los demás seres vivos. Dicho vínculo ha sido especialmente valorado respecto a su uso en 
múltiples aplicaciones de programas educativos de desarrollo en las habilidades personales y sociales, ya que los 
niños y jóvenes generalizan este respeto hacia los humanos de forma automática”.
	 Como factor de detección en problemáticas de conductas disociales, entre otros, este tipo de recursos educativos 
es también esencial, por la clara correlación predictiva encontrada entre la violencia hacia colectivos victimizables 
y posteriores conductas patológicas.
	 En el ámbito de la convivencia escolar, en relación con el bullying o acoso escolar, existen en España altos 
costes económicos y psicosociales relativos a la intervención y prevención de este problema, demasiado frecuente 
en nuestras escuelas. Cada vez se hace más evidente que los planes de intervención y prevención ante la violencia 
de género, violencia doméstica, abusos infantiles, maltrato a personas mayores, etc., son abordados por distintos 
profesionales que se beneficiarían de un currículum escolar mejorado. Introduciendo la protección de los animales 
en el currículum escolar, se contribuye a que los estudiantes adquieran habilidades sociales como la empatía, 
comprensión, expresión de la afectividad y control de la agresividad, aprendan a resolver conflictos sin violencia, 
el autocontrol de la impulsividad y alternativas a la agresividad. Al educar en la sensibilidad y la empatía hacia los 
animales, se logra que estas cualidades se transmitan a los compañeros y, por tanto, que se reduzcan o desaparezcan 
estos problemas de agresividad y agitación en el aula. Así, del mismo modo que las conductas agresivas contra los 
animales son un factor predictivo de la violencia hacia las personas, un aprendizaje en el respeto a los animales 
ayuda a prevenir una actitud agresiva hacia los otros en el aula y por extensión en los demás espacios sociales.
	 En todos estos casos, la aplicación de los programas educativos inclusivos en el respeto por los seres sintientes, 
es la herramienta básica para el aprendizaje de las habilidades que componen la inteligencia emocional, con el fin 
de eliminar el coste social, personal y económico que generan las creencias, actitudes y conductas carentes de dicha 
inteligencia. Se pueden aportar numerosos estudios y datos que apoyan que la modificación del currículum escolar, 
teniendo en cuenta valores como la solidaridad y la igualdad, fomentando habilidades sociales como la empatía, y 
trabajando la inteligencia emocional de cara a colectivos victimizables como animales, mujeres, niños, personas con 
discapacidad o ancianos, repercute en la disminución de porcentajes y cifras respecto a violencia interpersonal en 
humanos y costos destinados a protección de las personas.
	 Muchas son las iniciativas que empiezan a surgir en España relacionadas con la educación en el respeto a los 
animales, pero la mayoría son aplicaciones puntuales y resultan incompletas al no estar dotadas de continuidad por 
falta de recursos, al menos que sean incluidas en el currículum de la enseñanza obligatoria.
	 Expuestos los beneficios sociales que representa relacionar los beneficios de la convivencia y relación temprana 
con animales con el desarrollo de conductas prosociales, el Grupo Parlamentario Podemos presenta la siguiente:

Proposición no de ley 

	 El Parlamento de Canarias acuerda:
	 1. Instar al Gobierno de Canarias a poner en marcha medidas de educación y fomento de la empatía hacia 
los animales entre los menores en edad escolar, desde educación infantil hasta educación secundaria y formación 
profesional.
	 2. Instar al Gobierno de Canarias para que, a su vez, inste al Gobierno del Estado a establecer los mecanismos 
necesarios para que en la próxima modificación legislativa que se lleve a cabo con afectación en materia de 
Educación, se introduzcan en el currículum escolar de enseñanza obligatoria, y especialmente en el segundo ciclo 
de educación infantil, primaria, secundaria y formación profesional, contenidos educativos en la empatía hacia los 
animales para prevenir, evitar e intervenir en conductas violentas hacia humanos.
	 En Canarias, a 12 de marzo de 2018.- La portavoz del Grupo Parlamentario Podemos, Noemí Santana 
Perera.
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9L/PNL-0564 Del GP Podemos, sobre la catástrofe ambiental en el puerto de Gran Tarajal.
	 (Registro de entrada núm. 2670, de 12/3/2018).
	 Presidencia
	 La Mesa del Parlamento, en reunión celebrada el día 15 de marzo de 2018, adoptó el acuerdo que se indica 
respecto del asunto de referencia:
	 4.- Proposiciones no de ley/comisiones
	 4.1.- Del GP Podemos, sobre la catástrofe ambiental en el puerto de Gran Tarajal.
	 Acuerdo:
	 En conformidad con lo establecido en el artículo 177 del Reglamento de la Cámara, se acuerda admitir a trámite 
la proposición no de ley de referencia, ordenar su publicación en el Boletín Oficial del Parlamento y su tramitación 
ante la Comisión de Política Territorial, Sostenibilidad y Seguridad.
	 De este acuerdo se dará traslado al Gobierno y al autor de la iniciativa.
	 En ejecución de dicho acuerdo y en conformidad con lo previsto en el artículo 107 del Reglamento del Parlamento 
de Canarias, dispongo su publicación en el Boletín Oficial del Parlamento.
	 En la sede del Parlamento, a 15 de marzo de 2018.- PD el secretario general, Salvador Iglesias Machado.

	 A la Mesa de la Cámara

	 El Grupo Parlamentario Podemos, de acuerdo con el artículo 176 y siguientes del Reglamento del Parlamento de 
Canarias, y a instancia de la diputada Natividad Arnaiz Martínez presenta la siguiente proposición no de ley, sobre 
la catástrofe ambiental en el puerto de Gran Tarajal, para su tramitación ante la comisión competente. 

Exposición de motivos

	 El pasado miércoles 28 de febrero, el temporal Emma llevó a las instituciones públicas de todo el Estado a 
activar diferentes niveles de alerta en varias Comunidades Autónomas, siendo el archipiélago canario una de las más 
afectadas. Precisamente en las islas, uno de los primeros territorios en sufrir sus efectos, fue decretada la situación 
de alerta máxima por lluvia, vientos y fenómenos costeros con varios días de antelación. De hecho, esta borrasca 
constituía la tercera borrasca consecutiva que afectaba a Canarias en lo que va de año. 
	 Este nivel de previsión no ha servido, sin embargo, para evitar que se produjeran cuantiosos daños a consecuencia 
del mal tiempo. Entre el amplio listado de percances, sin embargo, hay un episodio que debe destacarse por su 
especial gravedad: el hundimiento de tres gabarras y la inmersión parcial de una cuarta en el puerto de Gran Tarajal, 
ubicado en el municipio de Tuineje, en la isla de Fuerteventura. Un suceso que ya ha provocado un importante 
vertido de fuel en la zona. 
	 Desde el incidente, el Gobierno de Canarias ha convocado al Comité Asesor del Plan Específico de Contingencia 
por Contaminación Marina Accidental (Pecmar) para evaluar la situación y limitar los efectos del derrame, que 
amenaza con expandirse desde el puerto y alcanzar a otras zonas del litoral insular. La situación es grave, pues, las 
embarcaciones afectadas contienen en su interior más de 147.000 litros de gasóleo, almacenados en su mayoría en 
las bodegas de aquellas que ya permanecen completamente sumergidas bajo el agua. 
	 A pesar del riesgo que entraña esta situación, las instituciones públicas han registrado enormes dificultades 
y retrasos a la hora de desarrollar las acciones destinadas a contener y restaurar los perjuicios ocasionados por 
el vendaval, cuyos objetivos deben pasar, principalmente, por recuperar la funcionalidad del muelle cuanto 
antes, además de revertir los efectos sobre el medio marino y proceder a la restauración de los espacios naturales 
contaminados. 
	 Por todos estos motivos, la población de Gran Tarajal y la ciudadanía canaria en general, ha criticado muy 
duramente la dilación con que se ha actuado por parte del Gobierno de Canarias en este asunto, denunciando, por 
ejemplo, que se haya tardado tanto en instalar los muros para contener el avance de los vertidos en el perímetro 
del Puerto, así como también los retrasos con respecto a la evaluación de los cuantiosos daños materiales que ha 
provocado la tormenta.
	 Meses antes de que Emma asolara al archipiélago, ya se había incidido en el peligro que representaban las 
embarcaciones ahora siniestradas con su sola presencia en Gran Tarajal. Y es que, por norma general, éstas han 
permanecido durante demasiado tiempo en sus infraestructuras portuarias sin tripulación y en un estado de actividad 
latente. Un uso impropio para este muelle dedicado la actividad pesquera y no a la industrial. 
	 Por si esto fuera poco, en estos días hemos tenido conocimiento de que la empresa responsable de los barcos 
sumergidos había solicitado con antelación la autorización a Capitanía Marítima en Las Palmas, dependiente del 
Ministerio de Fomento, para fondear estas embarcaciones lejos del puerto de Gran Tarajal, y así evitar que se 
produjera una situación de riesgo ante la llegada del temporal. No obstante, dicha medida fue denegada por parte de 
las autoridades. 
	 La sucesión de errores acaecida en los trabajos de previsión, gestión de la infraestructura portuaria en pleno 
temporal y posterior desarrollo de las labores de rehabilitación en Gran Tarajal, han desvelado la existencia de 
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fallas que afectan directamente al planeamiento institucional en casos de emergencias en esta zona, además de 
desvelar la necesidad de implementar los procedimientos adecuados para proteger el medio natural marino y depurar 
responsabilidades políticas sobre todo lo ocurrido en una posible Comisión de Investigación en el Parlamento de 
Canarias. 
	 Por todo lo anteriormente expuesto, el Grupo Parlamentario Podemos presenta la siguiente:

Proposición no de ley

	 El Parlamento de Canarias acuerda:
	 1. Instar al Gobierno de Canarias a impulsar, de forma coordinada con el Gobierno del Estado, una batería 
de acciones destinadas a paliar los efectos que el temporal Emma ha causado en el puerto de Gran Tarajal y, 
concretamente, a paliar los daños derivados por el hundimiento de varias embarcaciones y los vertidos de fuel 
que estas han provocado, con el objetivo de restaurar cuanto antes los daños en su medio natural marino y las 
infraestructuras portuarias afectadas. 
	 2. Instar al Gobierno de Canarias para que, a su vez, inste al Gobierno del Estado a aprobar un decreto ley 
específico con motivo de lo acaecido en el puerto de Gran Tarajal, en el que se establezcan las ayudas y actuaciones 
pertinentes para contrarrestar los graves efectos del temporal y adoptar, de forma prioritaria, medidas urgentes 
como indemnizaciones y ayudas económicas destinadas a recuperar la actividad pesquera y regenerar el medio 
natural afectado por el temporal, además de destinar recursos para las administraciones que les permitan enfrentar 
los daños ocasionados, además de implementar las medidas necesarias para prevenir nuevos episodios de gravedad 
similar en la zona.
	 3. Instar al Gobierno de Canarias a coordinar junto al Gobierno del Estado, a través de la Consejería de 
Política Territorial, Sostenibilidad y Seguridad, la ejecución de estas ayudas de emergencia en la zona litoral del 
municipio de Tuineje.
	 En Canarias, a 12 de marzo de 2018.- La portavoz del Grupo Parlamentario Podemos, Noemí Santana Perera.

9L/PNL-0565 Del GP Popular, sobre plan de becas para ayudar a los universitarios a obtener la acreditación de 
nivel intermedio en una segunda lengua.
	 (Registro de entrada núm. 2700, de 13/3/2018).
	 Presidencia
	 La Mesa del Parlamento, en reunión celebrada el día 15 de marzo de 2018, adoptó el acuerdo que se indica 
respecto del asunto de referencia:
	 3.- Proposiciones no de ley/pleno
	 3.4.- Del GP Popular, sobre plan de becas para ayudar a los universitarios a obtener la acreditación de nivel 
intermedio en una segunda lengua.
	 Acuerdo:
	 En conformidad con lo establecido en el artículo 177 del Reglamento de la Cámara, se acuerda admitir a trámite 
la proposición no de ley de referencia, ordenar su publicación en el Boletín Oficial del Parlamento y su tramitación 
ante el Pleno.
	 De este acuerdo se dará traslado al Gobierno y al autor de la iniciativa.
	 En ejecución de dicho acuerdo y en conformidad con lo previsto en el artículo 107 del Reglamento del Parlamento 
de Canarias, dispongo su publicación en el Boletín Oficial del Parlamento.
	 En la sede del Parlamento, a 15 de marzo de 2018.- PD el secretario general, Salvador Iglesias Machado.

A la Mesa de la Cámara

	 El Grupo Parlamentario Popular, de conformidad con lo establecido en el artículo 176 y siguientes del Reglamento 
del Parlamento, presenta la siguiente proposición no de ley “Plan de becas para ayudar a los universitarios a obtener 
la acreditación de nivel intermedio en una segunda lengua”, a instancias de la diputada Luz Reverón González, para 
su tramitación ante el Pleno de la Cámara.

	 Exposición de motivos

	 Impulsar la formación y cualificación de los ciudadanos constituye uno de los objetivos fundamentales de las 
políticas desarrolladas por todos los poderes públicos, dada su innegable importancia para alcanzar un grado de 
bienestar social, económico y cultural acorde con las posibilidades y retos que plantean las modernas sociedades 
democráticas. 
	 En el caso de la educación universitaria una de las tareas prioritarias de la Administración consiste en garantizar 
que el acceso a la misma se produce en función de las aptitudes y vocación de los ciudadanos, sin que se produzcan 
discriminaciones debidas a la capacidad económica, nivel social o lugar de residencia del alumno. 
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	 El Plan Bolonia tiene como objetivo, entre otros, reformar el sistema universitario en Europa a través del Espacio 
Europeo de Educación Superior (EEES), organizado por calidad, movilidad, diversidad y competitividad. El plan 
pretende la total movilidad de estudiantes y docentes dentro del continente y la homogeneización total de los estudios 
superiores en Europa.
	 Uno de los requisitos del vigente Plan para que un estudiante finalice la carrera y pueda obtener su título de 
Grado es acreditar un nivel intermedio en una segunda lengua. Para ello es necesario aprobar el examen de B1 según 
el “Marco Común Europeo de Referencia para las Lenguas (MCERL)”.
	 Se pretende con esta medida contribuir a aproximarnos a los índices medios europeos en el dominio de 
lenguas extranjeras. Asimismo, es una herramienta indispensable para mejorar el éxito de la movilidad de nuestros 
universitarios.
	 Por todo ello, el Grupo Parlamentario Popular presenta la siguiente:

Proposición no de ley

	 El Parlamento de Canarias insta al Gobierno de Canarias a que inicie los trámites oportunos para aprobar y 
dotar de presupuesto un plan de becas para ayudar a los universitarios a obtener la acreditación de nivel intermedio 
en una segunda lengua, requisito indispensable para el título de Grado.
	 En el Parlamento de Canarias, a 12 de marzo de 2018.- La portavoz, M.ª Australia Navarro de Paz.
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